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COMPETENCIA PENAL . Calificación del hecho, tribunales de competencia más amplia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Sala IV del Tribunal de Juicio del Distrito 
Judicial del Centro, como tribunal colegiado, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar 
calificaciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad 
que no les ha sido otorgada a estos últimos. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C FLORES, DELFÍN DANIEL – ROBO AGRAVADO POR EL USO DE 
ARMAS – VERA, HUGO ORLANDO – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETEN-
CIA” (Expte. Nº CJS 37.517/14) (Tomo 198: 951/956 – 24/junio/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Régimen de reemplazos y sustituciones de magistrados. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Sra. Vocal de la Sala I del Tribunal de Juicio 
del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La Ley Orgánica de la Justicia Penal instituye la competencia del fuero penal, tanto por razón 
del territorio como de la materia, y regula el régimen de reemplazos y sustituciones bajo previsiones expresas 
e improrrogables; preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita y previa, en uso de atribucio-
nes legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía y designan –todos- al juez 
natural de la causa.     
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C BARROSO, JESÚS ISMAEL - TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES 
CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPE-
TENCIA” (Expte. N° CJS 37.613/14) (Tomo 198: 73/78 – 20/mayo/2015) 
 
HONORARIOS . Recurso de casación, querella; pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Lucio Rubén Pastor en la suma 
de $ 1.500 (pesos un mil quinientos), por la labor desempeñada por ante este Tribunal.  
DOCTRINA: A los fines de proceder al cálculo de los honorarios del letrado patrocinante de la querellada por 
su presentación del escrito de informe con motivo del recurso de casación interpuesto por los querellantes, se 
deben considerar las pautas indicativas contenidas en los artículos 31, 4º incisos a), b) y c) del decreto - ley 
324/63, de conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del decreto 1173/94, atento 
a la remisión dispuesta por el artículo 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), 
lo que implica ponderar el mérito jurídico, el valor o importancia del proceso, el resultado obtenido y demás 
factores de legal cómputo.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA:  
“QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA ZAPANA, STELLA MARIS 



INTERPUESTA POR ARAGONEZ, HERNÁN; SCHMIDER, GUILLERMO; AGUIRRE 
HUGO MIGUEL” (Expte. N° CJS 36942/13) (Tomo 198: 25/28 – 19/mayo/2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 8/9.  
DOCTRINA: Se debe desestimar la queja por retardo de justicia, si al momento de resolver el tribunal ya 
había dictado la pertinente resolución, lo que implica el cese de la demora en la causa. 
          El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden incu-
rrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su 
cargo.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “CARBALLO, CARLOS DANIEL – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” 
(Expte. Nº CJS 37.708/15) (Tomo 198: 493/498 – 10/junio/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
4/33.  
DOCTRINA: La queja debe revestir el carácter de autosuficiente, y es carga de la parte acompañar las cons-
tancias de la causa que resulten necesarias para su examen. 
          Mediante Acordada 11224 la Corte de Justicia consideró adecuado precisar los requisitos de orden 
formal a los que se supedita la admisibilidad de la queja en el proceso penal, de manera tal de garantizar el 
debido proceso y el derecho de defensa en juicio, al posibilitar un adecuado conocimiento de las condiciones 
mínimas necesarias para que, en el ejercicio eminente de la jurisdicción constitucional, proceda a conocer en 
la queja deducida. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CORTÉS, SERGIO RENÉ – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 37.616/14) (Tomo 198: 1001/1006 – 29/junio/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Ausencia de sentencia defini-
tiva; citación del imputado a prestar su declaración.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 60/67. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si en la causa 
el derecho al recurso se encuentra cumplido y satisfecho mediante la interposición y el tratamiento que se le 
dispensara al recurso de apelación oportunamente deducido; medio natural y ordinario previsto por la ley para 
impugnar con amplitud tanto cuestiones de hecho y prueba cuanto motivos de derecho.  
          La queja radica en ser una garantía de seguridad procesal en orden a evitar la posibilidad de una arbitra-
riedad o de un exceso de discrecionalidad que prive a la parte del derecho a una segunda instancia. 
          La crítica debe ser razonada y concreta, tendiente a desvirtuar la inadmisibilidad declarada por el infe-
rior. Por ende, no cabe argumentar en pro de la cuestión de fondo recurrida, sino sólo a favor de la concesión 
del recurso denegado que es el agravio propio de la queja.  
        No es sentencia definitiva, ni auto equiparable a ella, la resolución que decide la citación del imputado a 
efectos de posibilitarle el ejercicio de su defensa material, mediante la prestación del acto declarativo perti-
nente, porque se trata de un acto inicial de impulso procesal que procura el avance primigenio de la causa con 
sentido imputativo y predispone su progreso hacia estadios decisorios ulteriores que sí resultarán, llegado el 
caso, definitivos. 
         Es improcedente el recurso de inconstitucionalidad si el fallo de la Alzada, en el aspecto que es cuestio-
nado por el recurrente, contiene fundamentos suficientes y concordantes con los hechos y el derecho aplica-
ble, no advirtiéndose la vulneración de los derechos de raigambre constitucional que el quejoso invoca, ni la 
existencia de un “caso constitucional” que posibilite la apertura del recurso extraordinario, tal como sostiene 
la resolución del Tribunal de Impugnación que lo deniega.   
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “INCIDENTE 
DE REPOSICIÓN CON APELACIÓN EN SUBSIDIO PRESENTADO POR EL DR. OS-
CAR PEDRO GUILLÉN – QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
DENEGADO” (Expte. N° CJS 37.555/14) (Tomo 198: 771/778 – 18/junio/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Falta de debida fundamenta-
ción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 50/54.  
DOCTRINA: Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida 
fundamentación, donde el impugnante se limita a reiterar los razonamientos expuestos con anterioridad y sin 
que se demuestre ue el Tribunal de Impugnación haya fallado con desapego a la ley.  



          No basta para que se configure una situación de inconstitucionalidad invocar la vulneración de derechos 
fundamentales, si no se prueba la afectación concreta de esos derechos, y constituye carga procesal del intere-
sado demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y la invocada cuestión constitucio-
nal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C CHOROLQUE, JUAN CARLOS – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.688/15) (Tomo 198: 437/444 – 08/junio/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Incompetencia de la Corte para resolver; reso-
lución que declara inadmisible el recurso de casación. Taxatividad de los recursos.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
23/24 vta.  
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja si la presentación examinada no es la denegación de un recurso 
que competa conocer a la Corte, sino que se trata de una resolución de inadmisibilidad de un recurso de casa-
ción. 
            En materia recursiva penal, a la Corte le compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionali-
dad, así como la queja por su denegación, siempre que concurran los requisitos exigidos para ello, esto es, que 
se interponga el recurso de inconstitucionalidad contra las resoluciones del Tribunal de Impugnación, si se 
hubiere cuestionado la constitucionalidad de una ley, ordenanza, decreto o reglamento que estatuya sobre 
materia regida por la Constitución, y la sentencia o el auto fuere contrario a las pretensiones del recurrente o 
cuando la sentencia fuere arbitraria. 
          En virtud del principio de taxatividad o legalidad receptado en el artículo 514 del Código Procesal Pe-
nal, las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos 
en tal código. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: "COPA, RICARDO ARTURO -QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO" (Expte. N° CJS 37.635/15) (Tomo 198: 1093/1098 – 30/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Decomiso. Prescripción de la acción. Derecho público provincial. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 30/33 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 29 y vta., y ordenar que bajen los autos para que se dicte un nuevo pro-
nunciamiento con arreglo al presente. Costas por su orden. 
DOCTRINA: Remisión al precedente “Firma Nor Pan”, registrado en Tomo 189:1 

Al controvertirse en autos el lapso de prescripción al que se debe supeditar la acción que pertenece al 
Estado para procurar la aplicación de una sanción por una supuesta infracción tipificada en el Código Fiscal 
(art. 57 del C.F.), esas circunstancias distinguen el caso de la hipótesis fáctica y jurídica que fuera materia de 
pronunciamiento en la causa "Filcrosa S.A." de la Corte Suprema de Justicia de la Nación -doctrina que fue 
reafirmada en la causa “Municipalidad de Resistencia c/Lubricom S.R.L. s/Ejecución Fiscal”- y de numerosos 
precedentes de esta Corte. Allí se pusieron de resalto distintas consideraciones relativas a la potestad del Con-
greso de establecer lo atinente a la prescripción civil (art. 75 inc. 12 de la C.N.); instituto general del derecho 
que pertenece a la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores –
género al que pertenecen las deudas impositivas- por lo que no cabe a las provincias ni a los municipios dictar 
leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto. 
 Al tratarse, entonces, de una materia distinta que posee efectos diferentes –civiles y penales- y está 
sometida a principios de organización también dispares, cabe determinar si al igual a lo que sucede con la 
prescripción civil liberatoria, la facultad de procurar una sanción tributaria y establecer las causas de extinción 
de la acción predispuesta a esos efectos, también escapa a la órbita de nuestra autonomía provincial. 
 Las infracciones y las sanciones tributarias –conceptualizadas en nuestra ley como “faltas”- guardan 
identidad ontológica con el delito, pero lógicamente no son lo mismo y existe una relación análoga a la que 
deriva, por similares razones, de las contravenciones locales. Así, el régimen disciplinario fiscal se nutre de 
principios penales -como son el de legalidad, reserva y culpabilidad- pero su establecimiento y actuación se 
encuentra condicionado a la génesis de una ley que puede ser Provincial o Federal, según a cuál de esos órde-
nes de gobierno corresponda la atribución tributaria que se persigue amparar –bien jurídico protegido por la 
norma represiva-. 
 Determinar las infracciones fiscales, sus sanciones y las disposiciones que sean necesarias para 
hacerlas efectivas –entre ellas lo atinente a la acción persecutoria del Estado- es una competencia de nuestra 
Provincia que no se contrapone con la legislación de fondo –merced a sus diferencias con los delitos- y que ha 
sido ejercida de acuerdo a lo previsto en el art. 121 de la C.N. y a los arts. 20, 2do. párrafo, 66, 67, 127 incs. 
11 y 16 de la Const. Prov. 
 En la estructura de nuestro Código Fiscal la multa, la clausura y el decomiso son sanciones principa-
les y acompañan, según la naturaleza y los elementos que conforman la descripción formal de cada infracción, 
a tipos de conductas que, en todo los casos, de una u otra manera, lesionan la potestad provincial de hacer 
recaudar las rentas de la Provincia y valerse de éstas –junto a otros recursos- para proveer a los gastos públi-
cos en interés de la sociedad (arts. 66 inc. 1º, 67 y 144 inc. 9º de la Const. Prov.). 



TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “ACTUACIONES REMITIDAS POR LA DIRECCIÓN GENERAL DE REN-
TAS REFERENTES A CONTROL DE LEGALIDAD EN CONTRA DE ACOSTA, MA-
RIO EDUARDO – EXPTE Nº 22337146/06 - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.539/13) (Tomo 198: 529/542 – 10/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual gravemente ultrajante calificado por el número de 
intervinientes; corrupción de menores, valoración de la prueba. Individualización de la pena.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1627/1635.  
DOCTRINA: Es válida la sentencia que condena por los delitos de abuso sexual gravemente ultrajante califi-
cado por el número de intervinientes en concurso real con el delito de corrupción de menores, si el tribunal de 
juicio ha realizado un análisis de la prueba agregada en la causa y tomó en consideración los propios dichos 
del acusado, la descripción que hicieran las víctimas sobre la forma en la que sucedieron los hechos, los in-
formes psicológicos y las fotografías obtenidas en ocasión de cometerse el abuso sexual, que permitieron 
establecer con grado de certeza la autoría y participación del acusado en los delitos investigados. 
          Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos, y por ello ad-
quieren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo de que nada impide que un pronuncia-
miento condenatorio se sustente sólo en la declaración testimonial de ésta, siempre y cuando sea objeto de un 
riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndola 
en un elemento preponderante por sobre la negativa del acusado. 
          El bien jurídico protegido por el artículo 119 del Código Penal es la libertad sexual, entendida como 
el derecho de las personas a tener voluntario y consentido trato erótico, a determinar libremente sus conductas 
íntimas y a que no se ataque su reserva sexual. 
          Se debe tener por configurado el delito de corrupción de menores, si el tribunal consideró que las 
declaraciones de las víctimas fueron sinceras y coincidentes con las de los testigos y el informe psicológico y 
resultan suficientes para tener por cierto que los actos del imputado fueron gravemente corruptivos en tanto 
tuvieron entidad para torcer el sentido natural, biológico y sano de la sexualidad de los menores. 
         La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la 
consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de 
fondo. Los jueces deben fijar la pena aplicable dentro del mínimo y del máximo legal establecidos en las 
respectivas escalas penales.  
           En los delitos contra la integridad sexual, los parámetros indicados en el artículo 41 del Código Pe-
nal, al referir a la naturaleza de la acción y de los medios empleados para ejecutarla, importan hallar la forma 
y circunstancias de realización de los abusos y el daño producido a la víctima, consideradas aún dentro de una 
graduación ya agravada. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz, Posadas y Kauffman) 
              En los delitos de abuso sexual, el bien jurídico que se protege es la reserva sexual de la víctima en-
tendida como el respeto a su incolumidad física y dignidad en tanto persona, especialmente desde la óptica de 
su pudicia personal-sexual. 
              No debe circunscribirse a acotar su conducta en la libido, dado que la integridad sexual no se tutela 
sólo desde dicha óptica, sino en la falta absoluta de libertad de la víctima, que por su propia condición no sólo 
no tenía el discernimiento indispensable, sino que las consecuencias sobre su personalidad y equilibrio psíqui-
co pueden ser determinantes para el resto de su vida, dejándoles secuelas indelebles. 
               Las conductas gravemente ultrajantes que agravan el delito de abuso sexual, son los actos que obje-
tivamente tienen una desproporción con el propio tipo básico que produce en la víctima una humillación más 
allá de lo que normalmente se verifica por el abuso en sí. 
               El bien jurídico que se protege en el delito de corrupción de menores es el derecho de las personas a 
mantener incólume la normalidad del trato sexual. No sólo existe un sometimiento a una práctica venal de la 
sexualidad del individuo, sino que se deteriora la formación de su personalidad. Es un delito de pura activi-
dad, en el cual basta con que la conducta en sí sea corruptora. 
               Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C B.J.C.; C.C.; A.J.M; G.J.; A.C.S. – RECURSO DE  CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.110/14) (Tomo 198: 361/384 -  04/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo, accidente de tránsito; conducción antirregla-
mentaria de vehículo automotor, chofer de camión, falta de previsión, nexo causal. Compensación de culpas 
en materia penal. Individualización de la pena. Competencia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 495/497 vta.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena por el delito de homicidio culposo si el tribunal 
de juicio, basándose en pruebas pertinentes y aptas, congruentes entre sí e incorporadas y producidas en la 
audiencia de debate, tuvo por acreditado que el acusado conducía un camión cisterna y mientras efectuaba 
maniobras de rutina para salir de la playa de estacionamiento con el objeto de ingresar a la ruta, actuó con 



negligencia y aportó una condición causal esencial que predispuso la producción del fatal accidente en el que 
perdiera la vida la víctima. 

Todo conductor de vehículos automotores debe observar especiales deberes de cuidado, máxime 
cuando se trata de personas que hacen de la conducción de automóviles su profesión, oficio o medio de vida. 

El deber de cuidado sobre cuya omisión gira la atribución de responsabilidad en el delito culposo, 
debe establecerse conforme a la capacidad de previsión de cada individuo y, en consecuencia, aquél deber 
aumentará según las condiciones y la preparación que el sujeto haya desarrollado o adquirido 

Cuando la conducta culposa de la víctima confluye o concurre con la propia del acusado, tal extremo 
debe ser tenido en cuenta a los fines de una adecuada mensura de la pena e inclusive para atenuar o aminorar 
la culpabilidad del sujeto activo del delito –que es la base del reproche penal-, pero de ninguna manera tiene 
el efecto de excluirla, excusarla o eliminarla. Ello es así, pues a diferencia de lo que ocurre en el ámbito civil, 
en materia penal la existencia de culpa concurrente no compensa ni anula la culpabilidad del autor del delito. 
No hay, por ello, una neutralización de las culpas recíprocas. 

Los tipos culposos no criminalizan acciones como tales sino en razón de un resultado que se produce 
por una particular forma de realización de la acción, que presupone de parte del agente, la provocación de un 
resultado prohibido, previsible y evitable. 

Es justa la pena impuesta, si se ha cumplido en la sentencia con la compleja valoración subjetivo-
objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y sobre tal base se han considerado las circuns-
tancias de modo, tiempo, lugar, ocasión y personas concurrentes en el delito juzgado. 

La pena surge de la determinación de las circunstancias que influyeron en la mayor o menor crimina-
lidad del acto y en la mayor o menor responsabilidad de su autor. Confluyen, así, en la determinación puniti-
va, elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injusto cometido –circunstancias 
referidas al delito- y elementos subjetivos necesarios para establecer la culpabilidad y peligrosidad del autor –
circunstancias referidas al delincuente y a las modalidades particulares del delito. (Del voto de los Dres. Po-
sadas, Samsón, Vittar, Catalano, Díaz y Kauffman)  
           Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacio-
nal. 
           A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe 
determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece aten-
diendo al lugar donde se ha consumado. 
            Debe declararse la nulidad de todo lo actuado por un tribunal provincial que no tenía competencia 
sobre el lugar en que ocurrieron los hechos. La competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C LARA, JULIO ADRIÁN – RECURSO DE CASACION” (Expte. Nº CJS 
37.271/14) (Tomo 198: 1007/1026 – 29/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito; imprudencia, falta de 
previsibilidad; nexo causal; conducta antirreglamentaria de vehículo automotor. Compensación de culpas en 
materia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 183/194.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena por el delito de homicidio culposo por impru-
dencia, si el tribunal de juicio formó su convencimiento conforme al sistema de la sana crítica racional, al 
establecer que el acusado incurrió en una violación del deber de diligencia y previsibilidad cuando, en horas 
de la noche, conducía una camioneta que impactó con una motocicleta manejada por la víctima, en una ruta, 
quien como consecuencia del siniestro perdió la vida, a partir de   los dichos del acusado, lo narrado por los 
testigos y la explicaciones técnicas e informativas. 

Incurre en una reprochable inadvertencia o falta de cuidado violatoria del principio de confianza que 
preside el tráfico jurídico, quien de manera imprudente provoca un accidente en una recta con buena visibili-
dad y en buen estado de transitabilidad. 

En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado efecto lesivo, siempre 
que sea previsible y viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del resultado, lo que 
equivale a decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho existe un nexo de 
antijuridicidad. 

La culpa concurrente de la víctima no exime de la responsabilidad penal atribuida al imputado que 
puso un aporte necesario y eficiente en el proceso causal de producción del hecho. Ello significa, entonces, 
que en materia penal las culpas no se compensan. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C QUISPE, JOSÉ PASCUAL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
37.416/14)  (Tomo 198: 855/868 – 22/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma en grado de tentativa; certeza 
para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 160/171.  



DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar por el delito de robo calificado por el uso de arma en 
grado de tentativa, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que en ocasión en que el denunciante circulaba a 
baja velocidad en su motocicleta por una ruta, apareció el imputado en forma imprevista, abordó el vehículo 
de la víctima colocándole un cuchillo en el cuello y que para impedir ser lesionado por el arma blanca, la 
víctima tomó ambas manos del agresor, el que comenzó a propinarle golpes de puño en el rostro y a amena-
zarlo con lastimarlo con el cuchillo, arribado un móvil de Gendarmería Nacional, por lo cual el nombrado 
soltó el cuchillo e intentó darse a la fuga por las malezas, a partir de una valoración de las declaraciones tes-
timoniales de la víctima y del gendarme llamado a intervenir en el hecho y que procedió a la detención del 
acusado.                                 
          Mediante la figura prevista en el artículo 166 inciso 2º 1er. párrafo del Código Penal se protege no sólo 
el bien jurídico propiedad, sino también la vida o integridad física del sujeto pasivo, puesta en peligro por el 
empleo de armas.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C OLIVERA, CARLOS RAÚL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.514/14) (Tomo 198: 195/204 – 2/junio/2015) 
 
RECURSO DE APELACIÓN . Hábeas corpus; Centros de Atención de Jóvenes en Conflicto con la Ley 
Penal; menores de edad; agravamiento de las condiciones de detención; litigios de derecho público.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 84/90 y, en su mérito, 
revocar la sentencia de fs.77/83.II. DISPONER que el Poder Ejecutivo Provincial reacondicione en el plazo 
de 1 (un) año los edificios del Centro de Atención a los Jóvenes en Conflicto con la Ley Penal Nº 1, del Hogar 
del Tránsito y del Instituto Michel Torino, otorgando prioridad a las instalaciones sanitarias, e informe al 
Juzgado de Menores de Segunda Nominación en un plazo de 60 (sesenta) días el plan de obras respectivas. 
III. ORDENAR que el Poder Ejecutivo Provincial arbitre los medios necesarios para el efectivo cumplimiento 
de la normativa constitucional aplicable y del Reglamento Interno de los Centros de Atención de Jóvenes en 
Conflicto con la Ley Penal e inste la adecuación de la normativa provincial en materia de régimen penal juve-
nil.IV. ENCOMENDAR el control del seguimiento y cumplimiento de las medidas aquí ordenadas a la Sra. 
Juez de Menores de Segunda Nominación, quien deberá requerir informes periódicos y disponer las inspec-
ciones necesarias al respecto hasta el mejoramiento de la infraestructura edilicia y el normal funcionamiento 
de los centros mencionados.  
DOCTRINA: La vía del hábeas corpus, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento 
excepcional, residual y de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrarie-
dad evidentes, que no requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una 
garantía a derechos de raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitra-
ria. 
           No puede ser atribuible a la persona privada de la libertad que el Estado no cuente con los medios 
necesarios y adecuados para su cumplimiento; los derechos que le asisten, con jerarquía constitucional, deben 
prevalecer por encima de la intención estatal de realizar el derecho penal, por lo cual las carencias presupues-
tarias, aunque dignas de tener en cuenta, no pueden justificar transgresiones de este tipo. 
             La medida privativa de libertad en ningún caso puede significar la pérdida de los derechos que sean 
compatibles con ella e incluso deben reconocérseles todos aquellos derechos que sean necesarios para su 
adecuada socialización. Esto implica el pleno respeto a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales de los menores privados de libertad. La institución debe garantizar y posibilitar el ejercicio de esos 
derechos, en tanto sean compatibles con la privación de libertad. 
             Los niños son titulares de derechos y no sólo objeto de protección. 
          El sistema de responsabilidad penal de los menores de edad se ha de caracterizar por ser diferente de 
aquel que se aplica ordinariamente a los adultos, y debe ser específico en el sentido de atender cuidadosamen-
te al nivel de desarrollo físico y mental y demás circunstancias relevantes de cada menor acusado de descono-
cer la ley penal. 
          Los derechos humanos de los niños y adolescentes deben ser siempre interpretados con las herramientas 
de hermenéutica o principios interpretativos que los pactos internacionales han establecido para la interpreta-
ción de los derechos humanos en general, los que gozan además de un plus de protección, por lo que a los 
principios generales de interpretación se suman algunos específicos para ser aplicados a los derechos de la 
niñez. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas y Catalano) 
              La defensa de derechos de incidencia colectiva puede tener lugar más allá del “nomen juris” específi-
co de la acción intentada. 
            Compete al Ministerio Público Fiscal la interposición y prosecución de pretensiones destinadas a la 
defensa de la constitucionalidad nacional y local como fundamento del ordenamiento de la Provincia, de los 
intereses difusos y el ejercicio de la acción civil pública. 
            Si se verifica una inobservancia al especial deber estatal de protección, educación y desarrollo perso-
nal de los menores institucionalizados, surge la necesidad de proveer tutela judicial efectiva mediante la vía 
del hábeas corpus colectivo lo que justifica la intervención del Poder Judicial para hacer cesar la vulneración 
de derechos fundamentales, disponiendo su reestablecimiento y el control de su cumplimiento 



          Los conflictos de interés público o estratégicos son aquellos que involucran derechos fundamentales 
colectivos, canalizados a través de los denominados litigios de derecho público, que consisten en procesos en 
los cuales se pide una decisión judicial con efectos regulatorios generales y que, en mayor o menor medida, 
avanzan sobre zonas propias de los otros poderes del Estado, dando lugar muchas veces a sentencias en las 
que se advierte un claro activismo judicial. 
         La finalidad del litigio estructural no es evaluar una política determinada, sino establecer si una situa-
ción dada viola una directriz constitucional y, de verificarse este extremo, urgir el acompañamiento jurisdic-
cional necesario para revertir ese escenario. Por ello la etapa de ejecución incluye el diseño concreto de las 
medidas a adoptar, el cronograma de cumplimiento y su seguimiento. (Del voto de los Dres. Díaz, Vittar y 
Samsón) 
          Procede la acción de habeas corpus correctivo y colectivo fue promovida en función del agravamiento 
de las condiciones de detención de todas las personas menores de edad privadas de libertad por medidas tute-
lares en el Centro de Atención a Jóvenes en Conflicto con la Ley Penal, si la realidad constatada respecto de 
los centros penales juveniles objeto del litigio no satisface cabalmente las exigencias de higiene y dignidad, lo 
que se encuentra acreditado con las pericias que develan las graves falencias vinculadas a la no adopción de 
las medidas de seguridad, por lo cual el diseño de los centros no responde a su finalidad, esto es, la rehabilita-
ción de los y las menores de edad allí detenidos. 
         Compete al Ministerio Público Fiscal la interposición y prosecución de pretensiones destinadas a la 
defensa de la constitucionalidad, como fundamento, entre otros, del ordenamiento de la Provincia y los inter-
eses difusos, así como visitar las cárceles y establecimientos de internación y policiales de Salta, a fin de 
verificar el efectivo respeto a los derechos humanos, estando obligados los y las fiscales a promover en forma 
inmediata las acciones que correspondan en sede judicial o administrativa, según las infracciones que advier-
tan. 
         Los menores confinados en establecimientos penitenciarios deben recibir los cuidados, la protección y 
toda la asistencia necesaria -social, educacional, profesional, psicológica, médica y física- que puedan requerir 
debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano. (Del voto de la Dra. Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “FISCAL PENAL DE MENORES Nº 2, DRA. CAROLINA HERNÁNDEZ - 
HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.268/13) (Tomo 198: 
1039/1092 – 29/junio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Juicio Abreviado. Pluralidad de imputados. 
Pena, improcedencia de la ejecución condicional. Dictamen fiscal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 39/42.  
DOCTRINA: La suspensión del juicio a prueba y el juicio abreviado resultan incompatibles entre sí, respecto 
del juzgamiento de varios imputados por un solo hecho y en un mismo proceso pues, si bien ambos persiguen 
fines similares y propenden, en definitiva, a evitar la audiencia de debate, no admiten, en cambio, una diso-
ciación subjetiva pues se alteraría la necesaria coherencia unitaria que deben tener los procesos sustanciados 
por causa de un mismo delito y llevaría a un inconveniente tratamiento disímil de los acusados que redundaría 
en desmedro de su posición de igualdad ante la jurisdicción, al tiempo que predispondría contradicciones e 
incongruencias fáctico-jurídico-procesales que es preciso evitar y prevenir. 
          Cuando hubiera varios imputados en la causa, el juicio abreviado sólo podrá aplicarse si todos ellos 
prestan su conformidad. Basta la oposición de uno para que no se pueda proceder de ese modo con los demás 
imputados. 
           No procede la suspensión del juicio a prueba si en el caso la pena eventualmente imponible al acusado 
excedería los parámetros temporales fijados por el articulo 76 bis del Código Penal y la penalidad concreta-
mente requerida por el representante del Ministro Público Fiscal. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, 
Vittar, Catalano, Díaz y Cornejo) 
           No procede la suspensión del juicio a prueba si en virtud de las penas solicitadas, la condicionalidad de 
su ejecución se encuentra descartada por voluntad fundada del órgano acusador.  
         Es vinculante para el órgano jurisdiccional el dictamen fiscal que cumple los requisitos de fundamenta-
ción. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
 TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ÁLVAREZ, ALDO ALEJANDRO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.363/14) (Tomo 198: 
655/666 – 16/junio/2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Omisión de notificar a la víctima la decisión del Ministerio 
Público Fiscal de archivo de las actuaciones en la investigación penal preparatoria. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a 
fs. 89/102 y, en su mérito, declarar la nulidad de la sentencia de fs. 80 y vta. de estos autos y con alcance a 
todos los actos realizados con posterioridad al dictamen de archivo de fs. 233/234 vta. de la A.P. Nº 878/13 
que obra en copia a fs. 147/148 vta. y ordenar que bajen los autos a fin de que se cumpla con la notificación a 
la víctima prevista en el art. 244 y cc. del C.P.P. 



DOCTRINA: La resolución de desestimación de las actuaciones dispuesta por el Fiscal Penal no puede pro-
ducir efectos si no fue debidamente notificada a la víctima conforme lo dispone el artículo 244, segundo pá-
rrafo del Código Procesal Penal, configurando tal omisión, un vicio “in procedendo” que descalifica a la reso-
lución como acto jurisdiccioonal válido, al no constituir de tal modo derivación razonada del derecho vigente. 
           Si la víctima acude a la administración de justicia penal para dirimir un conflicto, no puede ser privada 
del respeto y atención que debe rigurosamente observarse en cuanto a su derecho a ser oída y de participar en 
consecuencia, en lo que signifique oponerse a la decisión de archivo arribada en la etapa investigativa de la 
averiguación preliminar, cuando sea contraria a sus intereses. 
           Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de oficio, del 
desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la even-
tual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no 
podría convalidarse. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas, Samsón y Vittar) 
            Si el Fiscal de Impugnación, al estimar manifiesta la inexistencia de una conducta desplegada en 
perjuicio de la administración pública, ratificó la desestimación sólo en lo que atañe a la remisión auto-
mática de las actuaciones y ordenó que se cumpla con la notificación a la víctima y el Tribunal de Impug-
nación no ha tenido en cuenta esta especial circunstancia, la declaración de abstracción de la meteria sólo es 
comprensiva de la decisión de archivo oportunamente revisada y ratificada por el Fiscal en cuanto a la in-
existencia de una conducta en perjuicio de la administración pública, debiendo aquélla decisión jurisdiccio-
nal ser revocada parcialmente respecto de los derechos de otros posibles afectados por los hechos de-
nunciados, restando efectivizar, dentro de la órbita del Ministerio Público Fiscal. (Del voto de los Dres. Díaz 
y Kauffman) 
           Con independencia de si se ha constituido como querellante o no, la víctima por propia decisión puede 
no intervenir en el proceso penal; no obstante igualmente tiene el derecho de ser informada sobre su marcha y 
el resultado de la investigación, deber en cabeza del Ministerio Público Fiscal durante la investigación penal 
preparatoria. 
           Resulta trascendente la citación del denunciante y la necesidad de oírlo, en el marco de los derechos de 
la víctima en el proceso. 
           La víctima tiene un derecho efectivo a la jurisdicción, o a la tutela judicial, que obliga al órgano juris-
diccional a dictar una resolución motivada, fundada en la legislación, congruente con la pretensión penal y 
con las constancias de la causa, en definitiva que se concrete el derecho a "ser oída". (Del voto del Dr. Cata-
lano) 
 TRIBUNAL: Dr. Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “MARTÍNEZ, SERGIO LUIS - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 37.244/14) (Tomo 198: 737/750 – 18/junio/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de derecho procesal, común y 
cuestiones fácticas. Prescripción de la acción penal; plazo razonable de duración del proceso. Funcionario 
público. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 51/74.   
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los agravios resultan insuficientes para 
calificar a la sentencia de inconstitucional, porque no han demostrado absurdo, quebrantamiento de las reglas de la 
lógica, desviación de las leyes aplicables o una total ausencia de motivación 
           En relación a la garantía constitucional del acusado de ser juzgado en un plazo razonable, los princi-
pios de progresividad y preclusión son instrumentos procesales concretos destinados a evitar la duración inde-
terminada de los juicios, y obedecen al imperativo de satisfacer una exigencia consustancial con el respeto 
debido a la dignidad del hombre, cual es el reconocimiento del derecho que tiene toda persona a liberarse del 
estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que esta-
blezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la ley penal. 
          Para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla un proceso se deben tomar en cuenta: 
la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales, 
aspectos que deben inscribirse en lo que se dio en llamar “análisis global del procedimiento”. (Del voto de  los 
Dres. Kauffman, Sansón, Díaz, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
         Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si las críticas del apelante sólo traducen diferen-
cias de criterio con el juzgador y no resultan suficientes para desestimar las consideraciones en que se apoya 
el pronunciamiento recurrido, máxime si se reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechadas sobre 
la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de 
hecho y de derecho común, resueltas en casación. 

Lo referente a la prescripción de la acción penal es materia ajena a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte, por versar esencialmente sobre puntos de derecho procesal, común y cuestiones fácticas. 

La calidad de funcionario público y las consecuencias que puede producir en el ejercicio de la potes-
tad represiva estatal son suficientes motivos para establecer la diferencia normativa en orden al curso de la 
prescripción y en relación a otros imputados que no poseen tal calidad, siendo además que la igualdad esta-
blecida por el artículo 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan 
excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros. 



No promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que 
sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende, para demostrar que ésta 
conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva 
carencia de fundamentación. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo)   
 TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C RÍOS, WALTER – INCIDENTE DE EXCEPCIÓN POR FALTA DE AC-
CIÓN - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
37.332/14) (Tomo 198: 549/564 – 10/junio/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia, cuestiones de derecho común resueltas en 
casación. Suspensión del juicio a prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 73/84 vta.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si su resolución implica abordar el examen de 
cuestiones de derecho común resueltas en casación, como es el pronunciamiento que revoca el beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba, propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía excepcional prevista en el 
artículo 14 de la ley 48, a menos que concurra una hipótesis de arbitrariedad. 
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas aje-
nos a la competencia específica de la Corte cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado con-
tenga, en esos aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación y razona-
miento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C CASILLA, OSCAR RENÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUI-
CIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.124/14) (Tomo 198: 
417/424 – 08/junio/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Interpretación de los hechos y las pruebas 
y aplicación del derecho común en casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 136/147.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si los agravios del recurrente sólo ponen en 
evidencia su disconformidad con la interpretación de los hechos y las pruebas y la aplicación del derecho 
común efectuados en casación. 
         Las cuestiones de hecho, prueba y de aplicación del derecho común constituyen materia reservada a los 
jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. 
(Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar y Catalano) 
          Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si la reiteración de los agravios que efectúa la 
defensa, amén de dar cuenta que la supuesta cuestión constitucional carece de entidad suficiente, que si bien 
puede, como lo hizo, integrar materia de la casación, no alcanza para dar sustento a la intentada, de inequívo-
co carácter excepcional, sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia especifica de la Corte. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz y Kauffman de Martine-
lli)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SIARES, JONATHAN EMANUEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.333/14) (Tomo 198: 93/102 – 26/mayo/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Prescripción de sanción por infracciones 
fiscales. Planteo de inconstitucionalidad de los artículos 91 y 92 del Código Fiscal. Doctrina de la arbitra-
riedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 134/154. Con 
costas. 
DOCTRINA: Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica prolija de la senten-
cia impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el Tribunal para 
arribar a las conclusiones que agravian a la apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo 
distinto al seguido en la resolución 
         El derecho penal sustantivo –del que forma parte la especie tributaria- delimitado en su objeto y en su 
jerarquía, aun cuando no exista una regla expresa, separa en distintas ramas, en atención a la división de las 
facultades legislativas penales entre la Nación y las provincias, las diferencias de las potestades de dictar 
derecho penal común y especial, y los cometidos de administración y disciplina que también persigue el Esta-
do. 
         Determinar las infracciones fiscales, sus sanciones y las disposiciones que sean necesarias para hacerlas 
efectivas –entre ellas lo atinente a la acción persecutoria del Estado, a la prescripción- es una competencia de 
la Provincia que no se contrapone con la legislación de fondo, merced a sus diferencias con los delitos. 



         El artículo 91 del Código Fiscal, dejado de lado en la sentencia de grado pertenece a los poderes origina-
rios e indefinidos que no fueron expresamente delegados por nuestra Provincia a la Nación. 
          Debe desestimarse el planteo de inconstitucionalidad de los artículos 91 y 92 del Código Fiscal, pues la 
declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funcio-
nes susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe 
ser considerado como la última “ratio” del orden jurídico. 
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una instancia ordinaria para debatir temas ajenos a 
la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, 
en esos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto 
jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RECURSO DE APELACIÓN EN PERJUICIO DE FIRMA NOR PAN S.A. – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.538/13) (Tomo 198: 335/348 – 04/junio/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia, selección y valoración de la prueba. Doc-
trina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 106/117.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los agravios del recurrente sólo manifies-
tan su discrepancia con los criterios de selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la 
causa para declarar autor penalmente responsable al acusado. 
           La tacha de arbitrariedad es excepcional y no procura sustituir a los jueces en asuntos que les son pri-
vativos, ni revisar el acierto con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue error en la solución del caso 
(Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Díaz y Kauffman) 
            Existe mérito suficiente que autoriza a conceder el recurso extraordinario federal, si los agravios del 
recurrente han sido enunciados en forma concreta en vinculación con los hechos de la causa, por la posible 
afectación de los principios de defensa en juicio, debido proceso, legalidad, igualdad ante la ley, “in dubio pro 
reo”, inocencia y congruencia, además de su alegación respecto de que se habría dictado una condena a partir 
de la denuncia efectuada por el propio imputado. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FIGUEROA, DANIEL ARMANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 36.733/13) (Tomo 198: 683/692 – 16/junio/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Procedencia. Derecho del imputado a recurrir el fallo que 
revoca su absolución y dispone la condena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. CONCEDER el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 113/122 vta.  
DOCTRINA: Suscita cuestión federal suficiente el fallo de la Corte que hace lugar al recurso de casación y, 
en su mérito, revoca la sentencia absolutoria y condena al imputado, pues se encuentra en tela de juicio el 
alcance del derecho a recurrir el primer fallo condenatorio dictado en el Superior Tribunal de la causa. 
          El derecho a recurrir el fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es 
condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado. 
          La doble conformidad judicial, expresada mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de 
una revisión íntegra del fallo condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto juris-
diccional del Estado, al tiempo que brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C CANAVIDES, BENITO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.013/14) (Tomo 198: 327/334 – 04/junio/2015) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


